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En el Consejo de Ministros del pasado viernes, 
26 de agosto, se aprobó un Real Decreto-Ley 
por el que se reforma el Texto Refundido de 
la Ley de Aguas con el fin de transferir las de-
nominadas competencias “de policía” sobre el 
dominio público hidráulico a las Comunidades 
Autónomas que hayan asumido en sus Esta-
tutos la competencia ejecutiva sobre estas 
facultades (actualmente, Cataluña, Aragón y 
Andalucía). El Congreso tendrá que pronun-
ciarse ahora, en un plazo de treinta días, so-
bre la convalidación, derogación o tramitación 
como proyecto de Ley del Real Decreto-Ley.  

Las competencias de policía que se trans-
fieren son, entre otras, las de inspección y 
control del dominio público, la inspección y 
vigilancia de las explotaciones de todos los 
aprovechamientos de aguas públicas, la rea-
lización de aforos y controles de calidad, y la 
dirección de los servicios de guardería fluvial. 

Con la aprobación de este Real Decreto Ley 
se pretende llevar a cabo, antes del fin de la 
legislatura, una modificación legislativa que 
permita transferir estas competencias de eje-
cución a la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía y cubrir, así, el vacío normativo generado 
tras la anulación por el Tribunal Constitucio-

nal de la transferencia de competencias sobre 
el río Guadalquivir.

La Sentencia del Tribunal Constitucional de 
16 de marzo de 2011, que resolvió un recur-
so de inconstitucionalidad planteado por Ex-
tremadura, declaró inconstitucional y nulo el 
artículo 51 del nuevo Estatuto de Autonomía 
de Andalucía, por considerar que este precep-
to, al atribuir a esta Comunidad Autónoma 
competencias exclusivas sobre las aguas de 
la cuenca del Guadalquivir (por más que la 
atribución competencial se hiciera sobre las 
aguas “que transcurren por su territorio y no 
afectan a otra Comunidad Autónoma”), vul-
nera la competencia exclusiva estatal sobre 
las cuencas intercomunitarias prevista en el 
artículo 149.1.22 de la Constitución. 

El problema es que ya se había efectuado la 
transferencia de los medios personales,  pa-
trimoniales y financieros correspondientes a 
las funciones que la Comunidad Autónoma 
pasó a ejercer. Tras la Sentencia del Tribunal 
Constitucional (y la correspondiente anula-
ción, por la Sentencia del TS de 14 de junio 
de 2011, del Decreto 1666/2008, de trans-
ferencia de competencias), no se procedió a 
reasignar dichos medios a las Confederacio-
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nes Hidrográficas sino que se optó por man-
tener las competencias meramente ejecuti-
vas en la Comunidad Autónoma, para lo que 
se aprobó una encomienda de gestión tempo-
ral de competencias, que finaliza el próximo 
mes de octubre1.  La validez jurídica de esta 
encomienda de gestión, que ha sido objeto 
de recurso, es más que discutible, puesto que 
la Ley 30/1992 limita esta figura  a activi-
dades de carácter material o técnico, nunca 
jurídicas, y la encomienda aprobada incluye 
actos jurídicos administrativos (como, entre 
otros, los acuerdos de incoación de procedi-
mientos o las propuestas de resolución de los 
mismos). 

Ahora se pretende regular de una forma ade-
cuada y permanente esta transferencia de 
competencias de ejecución, y para ello es 
preciso previamente modificar el artículo 94 
de la Ley de Aguas, que reserva a las comi-
sarías de aguas de los Organismos de cuenca 
las funciones de policía de las aguas que ex-
cedan del ámbito territorial de una Comuni-
dad Autónoma.

La  atribución de competencias de ejecución 
en materia de policía de aguas a las Comu-
nidades Autónomas no parece plantear pro-
blemas de constitucionalidad, a la vista de la 
jurisprudencia constitucional (y, en especial, 
de la STC 161/1996), siempre que las com-
petencias de resolución de los procedimientos 
y de imposición de sanciones permanezcan 
en el Estado. La Sentencia 30/2011 expre-
samente señala, en este sentido, que “nada 
impide que la legislación estatal de aguas 
confiera a las Comunidades Autónomas fun-
ciones o facultades de “policía del dominio 
público hidráulico” en cuencas intercomuni-

tarias (STC 161/1996, de 17 de octubre), o 
que, según el art. 17 d) de la Ley de aguas, 
entre las funciones del Estado en relación con 
el dominio público hidráulico se encuentre el 
otorgamiento de autorizaciones cuya tramita-
ción puede encomendarse a las Comunidades 
Autónomas”.

El principio de unidad de gestión de las cuencas 
intercomunitarias no se ve, por tanto, directa-
mente afectado por este Real Decreto-Ley, aun-
que puede quedar, a resultas del mismo, algo 
“maltrecho”, pues es obvio que el ejercicio, o 
el no ejercicio, de las facultades de inspección, 
vigilancia y control condiciona de modo muy 
importante las competencias de ordenación de 
la cuenca que corresponden al Estado. 

Las dudas de constitucionalidad provienen, 
en este caso, de la utilización de un Real De-
creto-Ley para acometer la modificación le-
gislativa, tanto por la dudosa concurrencia de 
“extraordinaria y urgente necesidad”, en una 
reforma que responde únicamente a la volun-
tad política de llevar a cabo un cambio legis-
lativo para transferir una competencia (que 
bien podría haber asumido de nuevo el Es-
tado) antes del fin de una legislatura, como, 
sobre todo, porque, de acuerdo con el artículo 
86 de la Constitución, los Decretos-leyes no 
pueden afectar “al régimen de las Comunida-
des Autónomas”, y es éste un concepto am-
plio que incluye, de acuerdo con la doctrina 
sentada por el TC, todas “aquellas leyes que, 
conforme al art. 28.1 LOTC, hayan sido apro-
badas, dentro del marco constitucional, para 
delimitar las competencias del Estado y de las 
diferentes Comunidades Autónomas o para 
regular o armonizar el ejercicio de las compe-
tencias de éstas” (Sentencia 23/1993). .


